“PROYECTO DE LEY No.______ DEL 2011. “Por medio de la cual se adicionan unos artículos a la ley 769 del 2002 y se dictan otras disposiciones”

                                          EL CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA

ARTÍCULO 1°. El artículo 6° de la Ley 769 de 2002 tendrá un parágrafo 4°, el que quedará así: 

“PARÁGRAFO 4°. Las autoridades municipales, Departamentales o Distritales que en ejercicio de la competencia conferida por el presente artículo para reglamentar el tránsito automotor, restrinjan o hayan restringido la circulación de vehículos en sus correspondientes jurisdicciones territoriales, deberán exceptuar de la restricción a los vehículos automotores de servicio particular  conducidos o que transporten a personas con discapacidad.

ARTÍCULO 2°. Todas las personas con discapacidad tendrán derecho a inscribir un vehículo en el Organismo de Tránsito del Municipio, Departamento o Distrito en donde estén domiciliadas, que estará exento de restricciones de circulación. Los datos correspondientes al vehículo registrado serán a su vez inscritos por los Organismos de Transito mencionados,  en el Registro Único Nacional de Transito, en un término de cinco (5) días. 
La Junta Regional de Calificación de Invalidez según Manual Único de Calificación de Invalidez, certificará previamente la condición de discapacidad en la que se encuentre la persona que solicita la exención. Para tal efecto,  el Ministerio de la Protección Social, podrá aportar con las debidas reservas  el Registro para la localización y caracterización de las personas con discapacidad, siendo el registro único Nacional que permite la identificación de las personas con discapacidad en el país. Esta certificación será requisito indispensable para que los organismos municipales, Departamentales o distritales de tránsito realicen el registro del vehículo.
ARTÍCULO 3°. Adiciónese el  artículo 8º. de la Ley 769 de 2002, con un nuevo numeral, así:
11. Registro nacional de automotores que transporten a personas con discapacidad
ARTÍCULO 4o. La Ley 769 de 2002, en su Capítulo IX SANCIONES ESPECIALES tendrá el siguiente artículo nuevo:

Artículo 157-A. Serán sancionadas con multa equivalente de doscientos (200), a mil (1.000) salarios mínimos legales diarios vigentes por cada día de afectación a las personas naturales y/o jurídicas que se encuentren realizando obras  o trabajos que alteren la circulación en las vías públicas sin la autorización contemplada en el artículo 101 del presente Código; o que teniendo el respectivo permiso, no implemente las señalización y demás especificaciones determinadas por la autoridad en el permiso otorgado. 

Parágrafo 1: La multa a que se refiere el presente artículo, se impondrá teniendo en cuenta los siguientes criterios: Para vías urbanas, según la categorización del municipio y su clasificación vial; y para las vías rurales, según su clasificación vial.

Parágrafo 2: El Ministerio de Transporte fijará en un término máximo 6 meses, el valor de los rangos de la multa contemplada en los términos descritos en el presente artículo, atendiendo los criterios definidos.

ARTICULO 5º. Adiciónese el artículo 131 de la Ley 769 del 2002, con un nuevo literal, así:

E: Será sancionado con multa equivalente a treinta(30) salarios mínimos legales diarios vigentes, el conductor de un vehículo automotor que estando inscrito en el registro para la Localización y caracterización de la Discapacidad, sea sorprendido movilizándose durante los horarios y/o zonas de restricción sin transportar a la persona en condición de discapacidad,
Salvo lo previsto en el primer inciso de este artículo, una vez inscrito el correspondiente vehículo en el registro de tránsito municipal o distrital, no podrán ser objeto de comparendos ni de sanciones por violación a las normas que hayan decretado restricciones a la circulación de vehículos automotores. Para este fin, en aquellas ciudades en donde se instalen equipos de vigilancia electrónica para controlar el tránsito, se tomarán las medidas que correspondan.
ARTICULO 6º. Con el fin de garantizar la movilidad y accesibilidad de las personas con discapacidad, en todo parqueadero público habrá unos sitios de parqueo debidamente señalizados y demarcados para los vehículos automotores conducidos o que transporten  personas con algún tipo de discapacidad.
Las autoridades departamentales, municipales y distritales, vigilarán el cumplimiento de esta norma, y su no observancia por parte de ellas, da lugar a las sanciones prevista en la Ley de Responsabilidades Administrativa de los servidores Públicos y demás normas aplicables, como faltas graves y causales de mala conducta.

Así mismo, las personas naturales o jurídicas propietarias de parqueaderos públicos que incumplan lo mismo, se les aplicará una sanción equivalente a cuarenta( 40) salarios mínimos legales vigentes
ARTICULO 7º. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.

Presentada a la consideración de la H. Cámara de Representantes por el H. R. EFRAIN ANTONIO TORRES MONSALVO.
EFRAÍN ANTONIO TORRES MONSALVO
Representante a la Cámara

                                      EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
1. OBJETO DEL PROYECTO DE LEY
Este proyecto de ley pretende adicionar unos nuevos artículos al actual Código Nacional de Transito- Ley 769 del 2002, tendientes a establecer mecanismos legales para una mejor movilidad a las personas con discapacidad, y para ello buscamos que los señores alcaldes Municipales o 
Distritales, en ejercicio de la competencia que les otorga la precitada ley para reglamentar en sus entidades territoriales el tráfico automotor, puedan exceptuar de la restricción de circulación que hayan impuesto, a los vehículos automotores de servicio particular cuando estos sean conducidos o transporten personas discapacitadas, 
Varios aspectos propios de los beneficios para el transporte y movilidad de las personas con discapacidad, nos inducen a presentar esta iniciativa hoy, entre ellos, la posibilidad real de exceptuar de la restricción impuesta por los señores alcaldes municipales y distritales en la circulación de vehículos automotores en sus correspondientes jurisdicciones territoriales, como el pico y placa, a los vehículos de servicio particular conducidos o que trasporten a personas con discapacidad.
Además debemos avanzar en el proceso de elevar la calidad de vida y facilitar el desarrollo laboral, cultural y social de los compatriotas que se ven afectados por alguna condición de discapacidad física. En efecto, pese a los avances innegables que el país ha hecho en los últimos años para hacer realidad y concretar en instituciones los postulados del Estado Social de Derecho, aún las personas que presentan discapacidad, enfrentan múltiples obstáculos para el desenvolvimiento normal de sus actividades cotidianas, debido, en gran medida, a que nuestros centros urbanos todavía no cuentan con la infraestructura necesaria para ello.

Este proyecto busca particularmente facilitar la movilidad de quienes se encuentran en condición de discapacidad. En efecto, algunas de las ciudades más importantes del país se han visto obligadas, en los últimos años, a tomar medidas para restringir a determinadas horas o incluso durante días enteros, como sucede en Bogotá, la circulación de vehículos automotores, debido a que circunstancias tales como el desarrollo económico y la apertura de Colombia a los mercados internacionales han hecho que las ventas de vehículos y motos se hayan multiplicado vertiginosamente, tal como lo registran los índices de ventas, al mismo tiempo que las dificultades conocidas de las finanzas estatales no permiten que la construcción de nuevas vías y la mejora de las existentes avancen al mismo ritmo.

Pero las restricciones a la circulación, que para la mayoría de las personas son una carga ciudadana fácilmente superable, para quienes se encuentran en condición de discapacidad representan un obstáculo grave para el desarrollo de sus rutinas cotidianas. Ir al trabajo, a la universidad, atender citas y tratamientos médicos, se dificulta grandemente para quienes tienen dificultades físicas o motrices, que se agravan innegablemente con las medidas administrativas de restricción a la circulación.

Por ello entendemos que se requiere una política pública de protección efectiva al ciudadano con discapacidad   en esta materia, que por su misma limitaciones de movilidad, queden eximidos de las restricciones a sus vehículos que conducen o a los que le transportan a sus quehaceres diarios, con el propósito de aliviar en parte las dificultades en la movilidad del gran número de colombianos con discapacidad.
Estimamos que el uso de este mecanismo ha de ser increíblemente exitoso y esperamos que el honorable Congreso de la República sea receptivo a esta propuesta que fácilmente puede contribuir de manera significativa con el mejoramiento de la calidad de vida de un gran número de personas con discapacidad.
                                         2. FUNDAMENTO LEGAL 
2.1 Marco Constitucional
La Carta Política de 1991 contempla una especial protección para todos aquellos grupos marginados o desaventajados de la sociedad que, en razón a su situación, suelen ver limitado el ejercicio y el goce efectivo de sus derechos fundamentales, veamos algunas de ellas, comenzando con los dos principales principios fundamentales, consagrado en el Título I

Artículo 1°. Colombia es un Estado Social de Derecho, organizado en forma de República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés general.

Artículo 2°. Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo. 

Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares. 

Y en el Titulo II, que consagra los derechos, garantías y deberes, estipula entre otros:
ARTICULO 13: Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica.
El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados.

El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición Económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad Manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan
ARTICULO 24: Todo colombiano, con las limitaciones que establezca la ley, tiene derecho a circular libremente por el territorio nacional, a entrar y salir de él, y a permanecer y residenciarse en Colombia.
ARTÍCULO 47º.- El Estado adelantará una política de previsión, rehabilitación e integración social para los disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos, a quienes se prestará la atención especializada que requieran.
ARTÍCULO 150. Corresponde al Congreso hacer las leyes. Por medio de ellas ejerce las siguientes funciones:

1. Interpretar, reformar y derogar las leyes.

2. Expedir códigos en todos los ramos de la legislación y reformar sus disposiciones.

2.2. Marco Legal: 

Por otra parte, La ley 769 del 2002, otorga a los alcaldes municipales y distritales, la competencia para reglamentar en su territorio la circulación del tráfico automotor y dentro de ellas, muchos alcaldes municipales del país, han establecido restricciones de circulación en los perímetros urbanos de sus urbes en determinados días y en determinados horarios, como lo son los llamados “PICO Y PLACA”.

El Congreso ha venido incorporando en la legislación nacional la especial protección que el Estado debe brindar a las personas discapacitadas, actuación que incluye la aprobación de la Ley 361 de 1997, por la cual se establecen mecanismos de integración social de las personas con limitación y se dictan otras disposiciones.

 

La Ley 361 prescribe que el Estado garantizará y velará para que en su ordenamiento jurídico no prevalezca discriminación sobre habitante alguno en su territorio, por circunstancias personales, económicas, físicas, fisiológicas, síquicas, sensoriales y sociales. Señala igualmente que los principios que la inspiran se fundan en los artículos 13, 47 y 68 de la Constitución Política y en normas de derecho internacional, en particular en las provenientes de la Organización de Naciones Unidas, la OIT y UNESCO.
2.3. Marco Jurisprudencial:

Por su parte, la jurisprudencia constitucional ha dado aplicación a los postulados superiores que imponen al Estado una especial protección a favor de las personas con discapacidad, quienes, aunque padezcan alguna limitante física o psicológica, son sujetos que se encuentran en las mismas condiciones que el resto de las personas para vivir en comunidad. Al respecto ha dicho la Corte:
…..”En el curso de la historia, las personas discapacitadas han sido tradicional y silenciosamente marginadas. A través del  tiempo, las ciudades se han construido bajo el paradigma del sujeto completamente habilitado. La educación, la recreación, el transporte, los lugares y los medios de trabajo, incluso el imaginario colectivo de la felicidad, se fundan en la idea de una persona que se encuentra en pleno ejercicio de todas sus capacidades físicas y mentales. Quien empieza a decaer o simplemente sufre una dolencia que le impide vincularse, en igualdad de condiciones, a los procesos sociales – económicos, artísticos, urbanos -, se ve abocado a un proceso difuso de exclusión y marginación, que aumenta exponencialmente la carga que debe soportar.
La marginación que sufren las personas discapacitadas no parece obedecer a los mismos sentimientos de odio y animadversión que originan otro tipo de exclusiones sociales  (raciales, religiosas o ideológicas). Sin embargo, no por ello es menos reprochable. En efecto, puede afirmarse que se trata de una segregación generada por la ignorancia, el miedo a afrontar una situación que nos confronta con nuestras propias debilidades, la vergüenza originada en prejuicios irracionales, la negligencia al momento de reconocer que todos tenemos limitaciones que deben ser tomadas en cuenta si queremos construir un orden verdaderamente justo, o, simplemente, el cálculo según el cual no es rentable tomar en cuenta las necesidades de las personas discapacitadas. Estas circunstancias llevaron, en muchas ocasiones, a que las personas con impedimentos físicos o psíquicos fueran recluidas en establecimientos especiales o expulsadas de la vida pública. Sin embargo se trataba de sujetos que se encontraban en las mismas condiciones que el resto de las personas para vivir en comunidad y enriquecer – con perspectivas nuevas o mejores a las sociedades temerosas o negligentes paras las cuales eran menos que invisibles.
De acuerdo con lo señalado, cualquier discriminación que se imponga a una persona con ocasión de su discapacidad, por intrascendente que parezca, no deja de ser reprochable en un Estado democrático y constitucional de derecho. Así entonces, se deberán “remover los obstáculos que impidan la adecuada integración social de los discapacitados en condiciones de igualdad material y real, no meramente formal, sin que ello signifique desconocer que las órdenes correspondientes son de ejecución compleja.
La jurisprudencia de esta Corporación se ha ocupado de interpretar el artículo 24 de la  Constitución, señalando que en su sentido más elemental, la libertad de locomoción comprende “la posibilidad de transitar o desplazarse de un lugar a otro dentro del territorio del propio país, especialmente si se trata de las vías y los espacios públicos”. Ha afirmado también, que se trata de un derecho constitucional que al igual que el derecho a la vida, adquiere una especial importancia al constituir un presupuesto para el ejercicio de otros derechos y garantías, como es el caso del derecho a la educación, al trabajo o la salud. 

Así, según lo expuesto, la libertad de locomoción puede verse afectada de manera directa, como cuando alguien impone alguna restricción de acceso a las vías o al espacio público, o de manera indirecta, en atención a las condiciones y a la actividad que realiza la persona. En ambas modalidades la jurisprudencia constitucional ha proferido fallos de protección a las personas con discapacidad. 

Sobre el particular, en la Sentencia T-595 de 2002, la Corte expresó que “la jurisprudencia constitucional no sólo ha protegido la libertad de locomoción de las restricciones que directamente son impuestas por alguien a las vías y espacio público. También ha considerado que las limitaciones a esta libertad pueden  ser indirectas, es decir, pueden provenir de las consecuencias que genera la actividad que realiza una persona”
Concluyendo, puede indicarse que a partir de los principios constitucionales, las normas del derecho internacional, las disposiciones legales y la jurisprudencia constitucional sobre la materia, el ámbito de protección especial de la locomoción de una persona discapacitada contempla la accesibilidad a su movilidad, sin tener que soportar obstáculos, barreras o limitaciones que supongan cargas excesivas, puesto que “los grupos de discapacitados tienen el derecho a que se remuevan las cargas desproporcionadas que les impiden integrarse cabalmente a la sociedad”(Sentencia Corte Constitucional T-030-10).
2.4. Protección en el derecho internacional

Así mismo, en el ámbito internacional se han aprobado disposiciones en defensa de las personas con discapacidad. Es el caso de la Declaración de los Derechos de los Impedidos de 1975 en la cual se reconocieron, entre otros, los siguientes derechos: 

3.  El impedido tiene esencialmente derecho a que se le respete su dignidad humana. El impedido, cualesquiera sean el origen, la naturaleza o la gravedad de sus trastornos y deficiencias, tiene los mismos derechos fundamentales que sus conciudadanos de la misma edad, lo que supone, en primer lugar, el derecho a disfrutar de una vida decorosa, lo más normal y plena que sea posible. (...) 
5.  El impedido tiene derecho a las medidas destinadas a permitirle lograr la mayor autonomía posible. (...) 
7.  El impedido tiene derecho a la seguridad económica y social y a un nivel de vida decoroso. Tiene derecho, en la medida de sus posibilidades, a obtener y conservar un empleo y a ejercer una ocupación útil, productiva y remunerativa, y a formar parte de organizaciones sindicales. 
8.  El impedido tiene derecho a que se tengan en cuenta sus necesidades particulares en todas las etapas de la planificación económica y social. (...) 
12.  Las organizaciones de impedidos podrán ser consultadas con provecho respecto de todos los asuntos que se relacionen con los derechos humanos y otros derechos de los impedidos. 
En este punto sobre el impacto del derecho internacional frente a las personas con discapacidad, la Corte ha expresado que “las obligaciones del Estado Colombiano para con los discapacitados no solo surgen de los tratados y convenios internacionales ratificados por Colombia, sino en general de las manifestaciones de voluntad de la comunidad internacional con respecto del reconocimiento de sus derechos humanos y de su dignidad humana, principios que además de regir el orden público internacional, son pilares fundamentales de la constitucionalidad colombiana” 
3. CONSIDERACIONES GENERALES Y REFERENTES:
Esta iniciativa respeta la autonomía de los señores Alcaldes en sus respectivas jurisdicciones territoriales para reglamentar el tránsito automotor, conforme a la competencia que para tal efecto, le concede el artículo 6o la ley 769 del 2002, pero les otorga la capacidad de poder exceptuar de las respectivas restricciones de circulación impuestas en su territorio, a los vehículos particulares que sean conducidos o transporten a personas con discapacidad.

Obra como referente a esta iniciativa, lo dispuesto por  el Señor Alcalde Mayor del Distrito de Bogotá, mediante el decreto 003 del 2009 en el que estableció las excepciones a esas restricciones y entre ellas, se exceptúan los vehículos automotores conducidos o que transportan personas con discapacidad, (NUMERAL 6º), que a la letra dice: 
Artículo 3°.- Exceptuar de la restricción consagrada en los artículos primero y segundo del presente Decreto, las siguientes categorías de vehículos: 
6º.- Los vehículos que transporten a personas con discapacidad, únicamente cuando se utilicen como medio de transporte de estas personas, siempre y cuando las mismas estén ocupando el vehículo. Para estos efectos bastará con la presentación del certificado médico correspondiente. (Las negrillas y el subrayado son propios).
Y para que esta medida pueda implementarse a nivel nacional y opere sin la posibilidad de fraude por parte de la ciudadanía, hemos considerado que sea la Junta de Certificación de Invalidez, según el manual Único de Invalidez, MUCI, o la EPS, las entidades que certifiquen la discapacidad temporal o permanente para que se proceda a la inscripción en el RUNT, y a su vez en línea, comunique de estas al Ministerio de Transporte, para que se proceda a la inscripción en el RUNT, de los vehículos identificados por sus placas que hayan sido inscritos ante las secretarias de transito Municipales o Distritales para Transportar o ser conducidos por personas con discapacidad.
En efecto: En algunas ciudades en donde rigen normas restrictivas a la circulación, se ha intentado ayudar a las personas en condición de discapacidad permitiendo el uso de algunos símbolos en los vehículos que los transportan, de tal manera que las autoridades de Policía puedan identificarlos para efectos de los comparendos que se deben imponer a quienes violan la restricción. 
Lamentablemente, personas inescrupulosas han logrado conseguir estos símbolos para usarlos fraudulentamente y evadir así la prohibición, hasta el punto que el mecanismo tendrá que dejar de usarse en algún momento. Por ello en este proyecto, incluimos una sanción económica, equivalente a treinta(30) salarios mínimos legales vigentes, para persuadir incluso a los propietarios o poseedores de vehículos automotores que han sido inscritos en el registro para la Localización y caracterización dela discapacidad, que sean sorprendidos movilizándose durante los horarios y/o zonas de restricción sin transportar a la persona en condición de discapacidad.
Por otra parte, la instalación de cámaras de seguridad para filmar a los infractores de tránsito, que en buena hora se está llevando a cabo en varias ciudades, impide diferenciar los vehículos excluidos de la restricción, en perjuicio de las personas con discapacidad, por lo que se hace necesario el establecimiento de otro mecanismo que permita favorecer a los compatriotas que se encuentran en esta condición.
En consideración al derecho a la libertad de locomoción, y para garantizar la accesibilidad de las personas con discapacidad, se dispone que en todo parqueadero público habrá un sitio de parqueo debidamente señalado y demarcado para los vehículos de los discapacitados o que transporten a discapacitados, y se imponen unas sanciones tanto para las autoridades gubernamentales  que no ejerzan la vigilancia de esta disposición, como para los propietarios de los parqueaderos que incumplan esta obligación.
Cordialmente,

EFRAIN ANTONIO TORRES MONSALVO

Representante a la Cámara
